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ALEXANDER ESTÉVEZ ARCE
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REGISTRADURÍA NACIONAL DEL ESTADO CIVIL
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Temas: 
MODIFICACIÓN DEL NOMBRE EN EL REGISTRO CIVIL DE NACIMIENTO / EXISTE OTRO MEDIO DE DEFENSA JUDICIAL / NIEGA. [E]l agenciado cuenta con dos registros civiles de nacimiento que presentan inconsistencias por lo que el Coordinador del Grupo Jurídica de Registro Civil envió una comunicación al señor Gustavo Botello Rodríguez, mediante la cual le  informa cuál es el trámite que debe seguir para que proceda la corrección del nombre de A.E.A, el que puede presentarse ante un notario o un juez civil municipal (…). [S]e concluye que el accionante cuenta con un medio de defensa judicial con el fin de que se corrijan los errores existentes en los registros civiles de nacimiento que aparecen a nombre del joven A.E.A., o en su defecto que se cancele el registro que no coincida con sus datos,  lo que hace improcedente la acción de tutela, tal como se indica en el artículo 6º del Decreto 2591 de 1991. En este orden de  ideas, esta Sala no puede ordenar por vía de tutela las correcciones que se requieren en el registro civil del menor A.E.A., quien al parecer registra dos fechas de nacimiento diferentes, toda vez que para ese procedimiento se deben aportar las pruebas pertinentes para que el funcionario competente las valore y adopte la decisión que corresponda. En tal sentido, la acción de tutela no fue creada para pretermitir o sustituir los trámites administrativos o judiciales, estando vedado para el juez constitucional intervenir hasta el extremo de establecer el contenido y el alcance de las decisiones que las demás autoridades tienen por resolver, pues ello no sería otra cosa que la usurpación de funciones que no le son propias.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, veinticuatro (24) de agosto de dos mil diecisiete (2017)

Proyecto aprobado por Acta No.0834
Hora: 3:40 p.m.

1. ASUNTO
Se decide la acción de tutela presentada por el señor Gustavo Botello Rodríguez, quien actúa como agente oficioso del menor A.E.A. en contra de la Registraduría Nacional del Estado Civil.

2. RESUMEN DE LOS HECHOS Y DE LA ACTUACIÓN
2.1. Dentro del escrito introductorio a la presente demanda de amparo, se observa que el señor GUSTAVO BOTELLO RODRÍGUEZ, quien aduce ser Sargento Segundo del Batallón San Mateo de esta ciudad, propugna por la protección de los derechos fundamentales del joven  ALEXANDER ESTÉVEZ ARCE, quien se presentó el 19 de julio de 2017 voluntariamente ante el Ejército Nacional para desmovilizarse, los cuales consideró  vulnerados por la Registraduría Nacional del Estado Civil con fundamento en que el joven ESTÉVEZ ARCE cuenta con dos registros civiles de nacimiento con los nombres “ALEXA ANDER STEVEZ ARCE” (sic) y “ALEXANDER STEVEZ ARCE”, lo que le ha causado problemas para realizar las actividades administrativas ante el Batallón.

Así mismo, informó el señor BOTELLO RODRÍGUEZ que se presentó ante la Registraduría Nacional del Estado Civil, sin indicar la sede, para que se cancelara el registro antes aludido y se expidiera uno nuevo, pero dichas solicitudes fueron negadas con fundamento en que la orden debe ser dada por un juez. 

Por lo anterior, solicitó: i)  “que se tutelen los derechos a tener un registro civil de nacimiento”; ii) que se ordene a la Registraduría Nacional del Estado Civil que de manera inmediata y urgente, autorice la corrección del registro civil de nacimiento para que aparezca como “ALEXANDER ESTEVEZ ARCE y iii) que la orden impartida sea de inmediato cumplimiento.

2.2. Adjuntó copia del registro civil de nacimiento con indicativo serial No.42775761 a nombre de “ALEXA NDER ESTEVEZ ARCE, con fecha de nacimiento 12 de noviembre de “1999” en Bagadó, Chocó (Fl. 3).  
2.3.  Mediante auto del 10 de agosto de 2017 se avocó el conocimiento de la presente acción de tutela y se consideró que el señor Gustavo Botello Rodríguez tiene legitimación para actuar a nombre del joven Alexander Estevez Arce, quien según registro civil de nacimiento tiene 17 años de edad. Así mismo, se ordenó correr traslado de la demanda de amparo a la Registraduría Nacional del Estado Civil con sede en Bogotá y se vinculó a la Litis a la Delegada de la Registraduría del Estado Civil de Bagadó, Choco y al Comandante del Batallón de Artillería Batalla San Mateo de Pereira (Fl. 6).  

3. RESPUESTA A LA DEMANDA 

3.1. BATALLON DE ARTILLERIA No.8 “BATALLA SAN MATEO”
La Mayor del Ejército y Directora del Dispensario Médico 3029 indicó las funciones de esa Dirección según lo dispuesto en la Ley 352 de 1997, para concluir que no tiene a su cargo labores de incorporación de personal al Servicio Militar como tampoco competencia para absolver las pretensiones del accionante, que para el caso sería autorizar correcciones en los registros civiles.

Consideró que no se han vulnerado derechos fundamentales al accionante y por tanto,  solicitó que se declare la improcedencia de la presente demanda de amparo (Fls. 14 y 15).

3.2. REGISTRADURÍA NACIONAL DEL ESTADO CIVIL
Precisó que de conformidad con el numeral 9º del artículo 40 del Decreto 1010 del 6 de junio de 2000 y las Resoluciones 6053 del 27 de diciembre de 2000 y 1970 del 9 de junio de 2003, se asignaron al Director Nacional del Registro Civil, entre otras funciones, la de expedir los actos jurídicos que sean de competencia de esa Dirección, tales como la de autorizar la corrección del registro del estado civil. Por lo tanto, no está en cabeza del señor Registrador Nacional del Estado Civil sino del Registrador Delegado para el Registro Civil y la identificación y del  Director Nacional de Registro Civil la función de identificación.
Señaló que de acuerdo a la solicitud de cancelación de uno de los registros civiles de nacimiento de ALEXANDER ESTEVEZ ARCE, según la Coordinación Jurídica de Registro Civil, analizados los registros civiles de seriales 36739894 y 42775761 se evidenció que contienen diferente fecha de nacimiento del inscrito; por lo tanto, lo procedente es que el interesado o quien haga sus veces de representante legal, acuda a la vía judicial con el fin de que se establezca la verdadera fecha de nacimiento, según las pruebas aportadas.

Puso en conocimiento que la Dirección Nacional del Registro Civil se encuentra facultada para disponer administrativamente de la cancelación de un inscripción en el registro civil cuando se compruebe que el hecho ya estaba registrado; es decir, que esta procede cuando los registros civiles son idénticos en los datos biográficos (fecha y lugar de nacimiento, nombre de los padres, sexo, etc.).  
Indicó que la interpretación de la norma implica que cuando los datos biográficos consignados en dos registros civiles no coincidan, la Registraduría Nacional del Estado Civil carece de competencia para establecer cuál de los registros civiles de nacimiento es válido, para lo cual se le debe informar al inscrito de esta circunstancia para que inicie el correspondiente trámite de jurisdicción voluntaria ante la autoridad competente para que sea el juez quien establezca cuál de los registros civiles fija la identidad y refleja el estado civil de la persona ajustándolo a la realidad.  Es decir que cuando existe más de una inscripción en el registro civil y estas cumplen con las formalidades plenas, tratándose de documentos auténticos, es necesario revisar la información contenida en los mismos para determinar si la competencia para conocer de la solicitud está en sede administrativa o judicial.

Señaló que por medio de una decisión judicial se puede modificar el registro civil cuando se ha alterado el estado, ante la existencia previa de un proceso que requiere de pruebas y de su respectiva valoración, que sólo está en manos de un juez, toda vez que la función de la Registraduría Nacional del Estado Civil es la de llevar el registro civil e inscribir los actos de trámite y demás actos y providencias que surjan en el mismo, más no la de variarlo.
Se refirió a los artículos 18, 22 y  577 de la Ley 1564 de 2012 (Código General de Proceso) que señala el procedimiento y la competencia de los jueces civiles municipales y de familia para conocer de  la corrección, sustitución o adición de partidas del estado civil de nombre o anotación del seudónimo, así como la de modificar o alterar el estado civil, según el caso.  Así mismo, hizo alusión a unas sentencias de la Corte Constitucional donde se indicó que la Registraduría Nacional del Estado Civil no había vulnerado derechos fundamentales a quienes solicitaron el cambio o corrección en los registros civiles nacimiento cuando existe disparidad en los datos de cada registro (Fls. 16-19).
Adjuntó copia del oficio dirigido al Sargento Segundo Gustavo Botello Rodríguez en el que se le explica el procedimiento a seguir para la cancelación de una inscripción en el registro civil del agenciado, tal como lo explicó a esta instancia (Fls. 20-22).

4. CONSIDERACIONES DE LA SALA

4.1. Esta Colegiatura es competente para conocer de la presente actuación, de conformidad con lo consagrado en el artículo 86 de la Constitución; el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 y el artículo 1º del Decreto 1382 de 2000

4.2. El artículo 86 de la Constitución Política señala que quien se sienta amenazado o vulnerado en sus derechos fundamentales, por acto u omisión de la autoridad pública o por un particular, puede invocar el amparo consagrado en el ordenamiento constitucional, para su protección, a través de la acción de tutela, reglamentada por los Decretos 2591 de noviembre de 1991 y 306 de febrero de 1992.  Así mismo, el artículo 86 de la Constitución consagra que toda persona tiene derecho a acudir a la acción de tutela para solicitar ante los jueces, en todo momento y lugar, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de los derechos fundamentales, cuando quiera que estos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública. En desarrollo de dicha norma, el artículo 10º del Decreto 2591 de 1991
, dispone:

“Artículo 10. Legitimidad e interés. La acción de tutela podrá ser ejercida, en todo momento y lugar, por cualquier persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales, quien actuará por sí misma o a través de representante. Los poderes se presumirán auténticos.

También, se pueden agenciar derechos ajenos cuando el titular de los mismos no esté en condiciones de promover su propia defensa. Cuando tal circunstancia ocurra, deberá manifestarse en la solicitud.

También podrá ejercerla el Defensor del Pueblo y los personeros municipales”. (Subrayado fuera del texto).

De conformidad con los hechos expuestos por el señor BOTELLO RODRÍGUEZ y de las pruebas allegadas con la demanda de tutela, el Despacho advierte que A.E.Z., cuenta en la actualidad con 17 años de edad, lo que se desprende de la fecha de nacimiento, 12 de noviembre de 1999, según copia del registro civil de nacimiento de Bagadó, Chocó (Fl. 3).  Por lo tanto, el menor de edad está imposibilitado para interponer en nombre propio la presente acción de tutela y en tal sentido, el señor BOTELLO RODRÍGUEZ está legitimado para representarlo en calidad de agente oficioso
.
4.3. Problema jurídico 

4.3.1. Corresponde a esta Sala determinar si la entidad demandada vulneró derechos fundamentales al joven Alexander Estévez Arce al  no corregir el nombre en el registro civil de nacimiento,  que amerite la intervención del juez constitucional.

4.4.  De acuerdo a lo pretendido por el accionante, esta Sala hará referencia al derecho a la personalidad jurídica, el que según el artículo 14 de la C.N., establece que “toda persona tiene derecho al reconocimiento de su personalidad jurídica”. Al respecto, la Corte Constitucional en la Sentencia T-231 de 2013, señaló lo siguiente:
 

“Este derecho también aparece reconocido en diversos instrumentos internacionales. Así, la Convención Americana de Derechos Humanos, establece como primer derecho dentro del capítulo de derechos civiles y políticos el del reconocimiento a toda persona de su personalidad jurídica (artículo 3). Asimismo, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, ratificado por Colombia el 29 de octubre de 1969, en el artículo 16 dispone que “Todo ser humano tiene derecho, en todas partes, al reconocimiento de su personalidad jurídica”.

6. La personalidad jurídica, ha definido esta Corporación[1], se adquiere por la persona por el solo hecho de existir e implica el reconocimiento de ciertos atributos jurídicos propios de la personalidad (capacidad de goce, patrimonio, nombre, domicilio, estado civil), al igual que el reconocimiento de una identidad e individualidad frente al Estado y la sociedad, que lo hace ser un sujeto distinto y distinguible. Y es precisamente por la manifestación de la identidad, que el derecho a la personalidad jurídica guarda una estrecha relación con el registro del estado civil, pues éste constituye un medio para identificar a una persona, en cuanto al mismo contiene datos que permiten conocer su  nombre, la nacionalidad, el sexo, la edad, el estado mental, si es casado o soltero, entre otros aspectos[2].

 

7. El registro civil de nacimiento es un elemento necesario para la expedición de la cédula de ciudadanía como documento de identidad, por cuanto, entre otros aspectos, permite acreditar la edad exigida por la Constitución y la ley para su expedición (18 años cumplidos)[3]. La cédula de ciudadanía le permite a una persona identificarse, es así la prueba de la caracterización personal y una forma de acreditar la personalidad de su titular[4]. (…)”.

4.6.  DEL CASO EN CONCRETO

4.6.1. En el presente caso, es necesario precisar que pese a que el auto admisorio de la demanda de amparo fue notificado erróneamente a la Directora del Dispensario Médico del Batallón San Mateo (Fl.7), tal acto no tiene injerencia, toda vez que la autoridad que se señala como causante de la violación de los derechos del agenciado es la Registraduría Nacional del Estado Civil.  

En tal virtud, la Sala observa que el  señor Gustavo Botello Rodríguez pretende por esta vía que se amparen los derechos fundamentales al joven A.E.A., quien según sus dichos se presentó al Batallón San Mateo de Pereira con el fin de iniciar un “proceso de desmovilización”, lo que no se ha podido llevar a cabo por cuanto no ha sido corregido su nombre en el registro civil de nacimiento y en tal sentido, aporta una copia del registro civil con indicativo serial 42775761 a nombre de “ALEXA ANDER ESTEVEZ ARCE” con fecha de nacimiento el 12 de noviembre del año “1999” (folio 3).

4.6.2. Por su parte la Dirección Nacional de Registro Civil contestó a la demanda de tutela que la Coordinación Jurídica de Registro Civil, analizados los registros civiles de seriales 36739894 y 42775761 se evidenció que contienen diferentes fechas de nacimiento del inscrito; por lo tanto, lo procedente es que el interesado o quien haga sus veces como representante legal, acuda a la vía judicial con el fin de que se establezca la verdadera fecha de nacimiento, según las pruebas aportadas.

4.6.3. Significa lo anterior, que el agenciado cuenta con dos registros civiles de nacimiento que presentan inconsistencias por lo que el Coordinador del Grupo Jurídica de Registro Civil envió una comunicación al señor Gustavo Botello Rodríguez, mediante la cual le  informa cuál es el trámite que debe seguir para que proceda la corrección del nombre de A.E.A, el que puede presentarse ante un notario o un juez civil municipal (Fls. 20-22).
4.6.4. El artículo 18 numeral 6º de la Ley 1564 de 2012 dispone que compete conocer a  los jueces civiles municipales en primera instancia: “6. De la corrección, sustitución o adición de partidas de estado civil o de nombre o anotación del seudónimo en actas o folios del registro de aquel, sin perjuicio de la competencia atribuida por la ley a los notarios (…)”.  
Por su parte el artículo 577 numeral 11 de ese estatuto, establece que se sujetarán al procedimiento de jurisdicción voluntaria los siguientes asuntos: “11. La corrección, sustitución o adición de partidas de estado civil o del nombre, o anotación del seudónimo en actas o folios de registro de aquel”.
Consecuente con lo acabado de relacionar, se concluye que el accionante cuenta con un medio de defensa judicial con el fin de que se corrijan los errores existentes en los registros civiles de nacimiento que aparecen a nombre del joven A.E.A., o en su defecto que se cancele el registro que no coincida con sus datos,  lo que hace improcedente la acción de tutela, tal como se indica en el artículo 6º del Decreto 2591 de 1991.
4.6.5. En este orden de  ideas, esta Sala no puede ordenar por vía de tutela las correcciones que se requieren en el registro civil del menor A.E.A., quien al parecer registra dos fechas de nacimiento diferentes, toda vez que para ese procedimiento se deben aportar las pruebas pertinentes para que el funcionario competente las valore y adopte la decisión que corresponda. En tal sentido, la acción de tutela no fue creada para pretermitir o sustituir los trámites administrativos o judiciales, estando vedado para el juez constitucional intervenir hasta el extremo de establecer el contenido y el alcance de las decisiones que las demás autoridades tienen por resolver, pues ello no sería otra cosa que la usurpación de funciones que no le son propias.
4.6.6.  Por lo tanto, ante la existencia de un procedimiento reglado al cual deben someterse todas las personas que requieran de la corrección o modificación del registro civil de nacimiento, el joven A.E.A. deberá ajustarse  su cumplimiento, pues de lo contrario se quebrantaría el derecho a la igualdad de quienes sí verifican las exigencias legales para obtener lo que persigue el agente oficioso por este medio. 
4.6.7.  En ese asunto particular esta Colegiatura no cuenta con elementos materiales probatorios que permitan inferir que por negligencia de la Registraduría Nacional del Estado Civil el joven A.E.A. tiene dos registros civiles de nacimiento, de los cuales uno se encuentra errado y por ello se debe cancelar, por amenazar sus garantías fundamentales.  Al respecto, la Corte Constitucional
 ha señalado la decisión del  juez constitucional no puede ser adoptada con base en el presentimiento, la imaginación o el deseo, sino que ha de obedecer a su certidumbre sobre si en efecto ha sido violado o está amenazado un derecho fundamental, si acontece lo contrario, o si en el caso particular es improcedente la tutela.   En relación a ello, dicho máximo Tribunal afirmó que:
 
“Los hechos afirmados en la acción de tutela deben ser probados siquiera sumariamente para que el juzgador tenga la plena certeza sobre los mismos. No es posible sin ninguna prueba acceder a la tutela. La valoración de la prueba se hace según la sana crítica pero es indispensable que obren en el proceso medios probatorios que permitan inferir la verdad de los hechos” 

 
No obstante, en virtud del principio de buena fe el actor no queda exonerado de probar los hechos , pues “en materia de tutela es deber del juez encontrar probados los hechos dentro de las orientaciones del decreto 2591 de 1991 en sus artículos 18 (restablecimiento inmediato si hay medio de prueba), 20 (presunción de veracidad si se piden informes y no son rendidos), 21 (información adicional que pida el juez), 22 ( “El juez, tan pronto llegue al convencimiento respecto de la situación litigiosa, podrá proferir fallo, sin necesidad de practicar las pruebas solicitadas)”  
4.6.8.  Así las cosas, ante la ausencia de un hecho en concreto que se le pueda endilgar a la Registraduría Nacional del Estado Civil el quebrantamiento de los derechos fundamentales al agenciado, lo que hace improcedente el amparo invocado tal como se refirió la Corte Constitucional en la  Sentencia T-130 de 2014, de la siguiente manera:

“El objeto de la acción de tutela es la protección efectiva, inmediata, concreta y subsidiaria de los derechos fundamentales, “cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad  pública o de los particulares [de conformidad con lo establecido en el Capítulo III del Decreto 2591 de 1991[15]]”[16]..[17]
 En el mismo sentido lo han expresado sentencias como la SU-975 de 2003[18] o la  T-883 de 2008[19], al afirmar que “partiendo de una interpretación sistemática, tanto de la Constitución, como de los artículos 5º y 6º del [Decreto 2591 de 1991], se deduce que la acción u omisión cometida por los particulares o por la autoridad pública que vulnere o amenace los derechos fundamentales es un requisito lógico-jurídico para la procedencia de la acción tuitiva de derechos fundamentales (...) En suma, para que la acción de tutela sea procedente requiere como presupuesto necesario de orden lógico-jurídico, que las acciones u omisiones que amenacen o vulneren los derechos fundamentales existan (…)”[20], ya que “sin la existencia de un acto concreto de vulneración a un derecho fundamental no hay conducta específica activa u omisiva de la cual proteger al interesado (…)”[21].   
 Y lo anterior resulta así, ya que si se permite que las personas acudan al mecanismo de amparo constitucional sobre la base de acciones u omisiones inexistentes, presuntas o hipotéticas, y que por tanto no se hayan concretado en el mundo material y jurídico, “ello resultaría violatorio del debido proceso de los sujetos pasivos de la acción, atentaría contra el principio de la seguridad jurídica y, en ciertos eventos, podría constituir un indebido ejercicio de la tutela, ya que se permitiría que el peticionario pretermitiera los trámites y procedimientos que señala el ordenamiento jurídico como los adecuados para la obtención de determinados objetivos específicos, para acudir directamente al mecanismo de amparo constitucional en procura de sus derechos”.  (Subrayas fuera del texto original)
4.6.9. Aunado a lo anterior, el promotor de la acción de tutela no demostró que el joven A.E.A. se encontrara frente a un perjuicio irremediable, de características graves, inminentes y urgentes, y con entidad suficiente para facultar la intervención de esta excepcional justicia como mecanismo transitorio.
DECISIÓN 
Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

RESUELVE

PRIMERO: NO TUTELAR los derechos invocados por el señor Gustavo Botello Rodríguez, quien actúa como agente oficioso del menor de edad A.E.A. en contra la Registraduría Nacional del Estado Civil y otro.
SEGUNDO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ

Secretaria
� “Por el cual se reglamenta la acción de tutela consagrada en el artículo 86 de la Constitución Política”. Sentencia T-727 de 2012.


� En tal sentido, la Corte Constitucional ha indicado que si una persona considera que sus garantías constitucionales fueron vulneradas podrá ejercer la acción de tutela (i) por sí misma, (ii) a través de un representante, (iii) por el Defensor del Pueblo y los personeros municipales, o (iv) mediante la figura de agencia oficiosa, siempre y cuando el afectado no se encuentre en condiciones para actuar en su propia defensa. Al respecto, la Corte Constitucional ha señalado que resulta procedente que un tercero interponga acción de tutela en nombre de otra que no puede ejercer su propia defensa, situación que se debe manifestar en la demanda de amparo. Con base en ello la Corte ha reiterado los elementos para que proceda la agencia oficiosa en materia de tutela, a saber:“(i) la necesidad de que el agente oficioso manifieste explícitamente que está actuando como tal, y (ii) que el titular de los derechos invocados no se encuentre en condiciones para instaurar la acción de tutela a nombre propio”. (Ver Sentencia T-294 de 2004).





� Ver Sentencia T-153 de 2011





Página 1 de 9

